Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 37 minutos) 


- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene sumo placer en recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas 
,Cr.Danilo Astori y al señor Subsecretario de la Cartera, Cr. Mario Bergara. Vamos a comenzar la sesión pidiéndoles que nos den su 
opinión acerca del proyecto de ley sobre creación del Consejo de Economía Nacional, en cuyo tratamiento procuraremos avanzar 
lo más posible en el día de hoy, que además hay sesión ordinaria del Plenario. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante todo, gracias por la invitación para hacer conocer nuestra opinión sobre este proyecto de ley, y desde ya 
adelanto que la posición del Ministerio es favorable. 


Todos recordamos que esta ha sido una propuesta programática de nuestra organización política, ocupando un lugar importante en 
la campaña electoral. Con este proyecto, al que ya habíamos comenzado a dar estado parlamentario -si mal no recuerdo, en el 
Período anterior- no hacemos otra cosa que cumplir con lo anunciado. Así que, desde luego, ahora desde el Gobierno, nuestra 
opinión es totalmente favorable. Y, en particular, además de acompañar la idea allí plasmada, nos parece completamente razonable 
y compatible el contenido del proyecto de ley, que reglamenta las disposiciones constitucionales 206 y 207. 


Creo que no tengo más para decir, salvo que los señores Senadores deseen formular preguntas con el fin de profundizar algún 
aspecto relativo a esta iniciativa, en cuyo caso con gusto las responderé. 


En síntesis, reitero que estamos a favor de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro ha manifestado su opinión favorable con respecto a la aprobación de este proyecto de 
ley. 


SEÑOR GALLINAL.- Si se me permite, voy a solicitar un cuarto intermedio por cinco minutos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Como no, se pasa a cuarto intermedio por el término de cinco minutos. 


(Así se hace) 


(Se levanta el cuarto intermedio) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me acaban de informar que ha fallecido el Intendente electo del departamento de Flores, el señor Walter 
Echeverría. Dolorosamente, la Comisión, como corresponde, continúa trabajando. 


El señor Ministro de Economía y Finanzas acaba de manifestar su opinión favorable a la aprobación del proyecto de ley que 
tenemos a consideración; si algún señor Senador desea formular preguntas al respecto, puede hacerlo. 


SEÑOR ABREU..- En primer lugar, pido disculpas por haber llegado fuera de tiempo, aunque aclaro que traté de anunciarlo. 


No he podido participar de la exposición del señor Ministro, que ha adelantado su posición favorable al respecto. Solamente 
quisiera hacer tres reflexiones o preguntas, alguna con un carácter un poco más específico, simplemente con el fin de que el 
Ministerio nos pueda orientar acerca de cuál es la intención del Poder Ejecutivo en este tema. 


Todos sabemos que este Consejo está creado en la Constitución de 1934 y que no se ha puesto en funcionamiento durante el 
ejercicio de todas las Constituciones siguientes hasta la fecha de hoy, en la que el Poder Ejecutivo anuncia su intención de 
conformarlos y ponerlos en marcha. Además, sabemos que la Constitución de la República establece, dentro de la órbita de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, lo que son las Comisiones Sectoriales, que también tienen su representación tanto del 
sector privado como del público; inclusive la misma Constitución habla de la participación de trabajadores. 


Nosotros compartimos la idea -y sobre este aspecto está referida la primera pregunta- del Poder Ejecutivo en cuanto a la necesidad 
de que existan y se hagan funcionar todos los mecanismos que faciliten la participación de la sociedad civil en la toma de 
decisiones y en lo que es el ejercicio de la responsabilidad de gobierno, que no se agota exclusivamente con la visión o el proyecto 
de país que pueda representar el Poder Ejecutivo. 


Entonces, mi primera pregunta a dicho Poder es si esto está en consonancia con la otra disposición de la Constitución, si sustituye 
a las Comisiones Sectoriales y cuál es la intención del Poder Ejecutivo. Consulto esto porque recuerdo que en los tiempos en que 
el MERCOSUR iba orientado a su formulación como proyecto de ley, se constituyó por el Poder Ejecutivo de la época una de las 
Comisiones Sectoriales para discutir este tema. 


Concretamente, deseo saber si el Poder Ejecutivo está pensando en que estos dos institutos funcionen en forma permanente, en 
que uno de ellos sustituya al otro o, en todo caso, si no sería más factible, desde el punto de vista de la actividad sectorial o de la 
participación, poner en marcha comisiones sectoriales con fines específicos en lugar de un Consejo Nacional de Economía, ya que 
éste puede plantear algunos problemas en la propia dinámica del ejercicio de Gobierno. 


Esta es una pregunta de carácter general, es decir, hasta qué punto estamos agregando algo más de lo que ya tenemos y que no 
funciona, y si eso no es un elemento que pueda retardar la dinámica en la toma de decisiones en el ámbito del Poder Ejecutivo. 
Esta inquietud tiene por objeto saber hacia dónde se orienta el Poder Ejecutivo. 


A continuación, voy a plantear dos preguntas muy puntuales. Una de ellas, se refiere a las atribuciones. La Constitución establece, 
por mandato propio, que este Consejo debe ser de carácter honorario y consultivo. Asimismo, fija una excepción en lo que respecta 
al régimen consultivo cuando expresa que puede participar, por uno o más de sus miembros, en las Comisiones legislativas. 
Reitero que, a mi juicio, sería una excepción al carácter consultivo. Pero descubro en el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me parece que diga eso, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- No comprendo esa observación. No se crea que estoy improvisando en este tema, porque detrás de mis 
palabras está la Cátedra de Derecho Constitucional que expresa lo mismo. Por supuesto, no la Cátedra que seguramente pueda 
compartir el señor Presidente. ¡Por suerte los catedráticos discrepan y permiten que tengamos una vida más dinámica! 


El artículo 206 de la Constitución crea el Consejo de Economía Nacional con carácter consultivo y honorario. En el artículo 
siguiente se indica cómo se va a pronunciar. Pero en este tema existe una excepción, establecida por el propio profesor Casinelli 
Muñoz. Por disposición constitucional El Consejo es honorario y consultivo, pero en el proyecto de ley se le establece como 
competencia la posibilidad de tener iniciativa propia. En consecuencia, deseo saber si se toma en cuenta la interpretación de la 
Constitución, que limita el Consejo a su naturaleza consultiva o si se le agrega una competencia en materia de iniciativa que, en 
principio, estaría limitada por la propia disposición constitucional que indica que solo es consultivo. La excepción que establece el 
propio Casinelli es que en caso de que quisiera comparecer ante las Comisiones legislativas, de alguna forma, pudiera participar, 
representado por uno o más de sus miembros, tal como lo indica el artículo 207 de la Constitución. 


De manera que deseo saber cuál es el alcance de atribuciones que se le otorga a este Consejo en el proyecto de ley y si este 
último, a su vez, se interpreta con una visión mucho más amplia que la que nosotros entendemos. En la Constitución se habla de 
restricciones cuando expresa que es de carácter consultivo y honorario, pero el proyecto de ley le otorga capacidad de iniciativa. 


Me parece muy bien que el Poder Ejecutivo trate de buscar los máximos ahorros al crear estas instituciones. Pero parecería que el 
único ahorro que va a existir, en términos generales, sería el siguiente. 


El Estado debe brindar personal y proporcionar los locales sin costo, lo cual significa sin cobrar. Pero el costo lo tenemos los 
ciudadanos, que vamos a tener que pagarlo de alguna manera. Para eso funciona el régimen de Presupuesto nacional. No hay 
recursos que no sean financiados. Sin embargo en el último párrafo del artículo 8% se indica: "El Estado solo podrá incluir en el 
Presupuesto Nacional una partida para remuneración de un secretario ejecutivo del Consejo de Economía Nacional." 


Ahora bien, esto tiene costos; por ejemplo, costo de funcionamiento, costo presupuestal, costo de comunicaciones telefónicas, 
etcétera. Los que hemos visto, y estudiado comparativamente, el funcionamiento de los Consejos de Economía en el mundo 
sabemos que tienen presupuestos muy altos y que a algunos, inclusive, se les ha asignado una determinada función a cumplir que 
supone altísimos costos, más allá de las restricciones o de las autolimitaciones que se establezcan. 


En resumen, señor Ministro, las tres preguntas de carácter general son las siguientes: en primer lugar: ¿cómo va a funcionar? Si 
sigue en consonancia o no con las Comisiones Sectoriales o, si el Poder Ejecutivo piensa que éstas no deben funcionar más, ¿por 
qué, entonces, vamos a crear una Comisión de carácter general?; en segundo lugar, si las atribuciones exceden lo que establece la 
Constitución o no, en fin, ¿cuál es la interpretación del Poder Ejecutivo?; y, por último, si el Poder Ejecutivo entiende que este tipo 
de instituciones no va a tener costos. 


SEÑOR MINISTRO.- Por supuesto, coincidimos con el señor Senador Abreu en la necesidad de buscar los más ricos espacios de 
participación de la sociedad civil posibles, y ahora paso a la contestación concreta a sus preguntas. 


A la primera contesto que no hay sustitución de un espacio por otro; hay complementariedad; entre otras razones, porque las 
Comisiones sectoriales que crea el artículo 230 de la Constitución refieren al trabajo específico de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y, por lo tanto, tienen un cometido que se diferencia nítidamente del que puede tener el Consejo de Economía 
Nacional que, por su propia característica, además de referirse a aspectos económicos, está basado en un enfoque global de los 
asuntos económicos de la sociedad. En cambio, en las Comisiones sectoriales a las que alude el cuarto inciso del artículo 230 de la 
Constitución podemos estar refiriéndonos a aspectos económicos y no económicos, siempre que tengan que ver con la labor 
planificadora y presupuestaria de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, porque la creación de esas Comisiones refiere 
especificamente a ese cometido que, por consiguiente, es diferente al que la propia Constitución pensó para el Consejo Nacional 
de Economía. 


Si entendí bien la segunda pregunta, diría que no veo contradicción entre el carácter honorario y consultivo con la posibilidad 
constitucional de que el Consejo se dirija por escrito a las Comisiones legislativas. Sinceramente, no veo que haya ahí ningún 
escollo, y tampoco veo que haya ningún inconveniente al señalar que como parte de sus informes escritos puede incluir proyectos 
de ley, lo que me parece no contradice en absoluto el espíritu constitucional. Un informe puede contener una propuesta legislativa, 
naturalmente, refiriéndose a determinado tema. 


SEÑOR ABREU.- Voy a leer lo que dice el doctor Casinelli, porque creo que es importante que quede en la versión taquigráfica. 


Señala: "En segundo lugar, deberá ser de carácter consultivo. ¿Qué quiere decir consultivo? Quiere decir que sus 
pronunciamientos tendrán carácter de dictámenes de expresiones de opinión emitidas cuando se lo consulte sobre algún tema. En 
principio no podrá actuar, pues, ni en forma decisoria ni en forma espontánea, sino que actuará expresando opiniones cuando sea 
consultado. 


Hay una excepción a esto, que es la que refiere el artículo 207. El Consejo de Economía Nacional puede hacer sostener sus puntos 
de vista ante las Comisiones legislativas" -esto, en la misma línea que señalaba el señor Ministro- "por uno o más de sus miembros. 


Este sería un caso en el cual excedería el carácter meramente consultivo para tener una función de promoción de un proyecto de 
ley que esté de acuerdo con sus puntos de vista o de freno mediante la argumentación en contra de un proyecto de ley que se dirija 
a una solución distinta a la que sostenga el Consejo de Economía Nacional". La interpretación que hace el profesor Cassinelli es 
precisamente limitativa de las atribuciones del Consejo en cuanto a que tiene que quedar reducido exclusivamente a su carácter 
consultivo. La pregunta apunta a esto porque parecería que puede haber alguna discrepancia a nivel de la Cátedra Constitucional y 


como por suerte son todas verdades relativas, es bueno que podamos volcar este tema aquí. Inclusive, lo hacemos para plantear 
nuestras inquietudes y no se trata de decir que el Poder Ejecutivo lo pone como un organismo representativo, activo, con capacidad 
de iniciativa o, simplemente, que la interpretación en su ámbito de funcionamiento está limitada porque la propia Constitución 
establece una interpretación -como lo hace el doctor Cassinelli- en el alcance de la palabra "consultivo". 


SEÑOR MINISTRO.- Luego de la lectura de este informe del doctor Cassinelli sigo sin observar contradicción absoluta en este 
planteo. El doctor Cassinelli habla de un dictamen sobre puntos específicos, los cuales pueden incluir propuestas legislativas. Si el 
consultado, en este caso el Consejo de Economía Nacional, entiende necesario, por ejemplo, hacer un diagnóstico sobre una cierta 
situación y dirigirse por escrito a una Comisión legislativa, puede no limitarse a ese diagnóstico, puede proponer lo que a su juicio 
serían medidas a poner en práctica y entre ellas podría haber proyectos de ley, y sinceramente no veo ningún impedimento para 
que eso sea así. 


En cuanto a la tercera pregunta, creo que este es un proyecto ahorrativo en materia de recursos, y tengan por seguro que este 
Ministerio mira con lupa todas estas cosas. No creo que se trate de un esfuerzo desmedido pagar un Secretario Ejecutivo. Y desde 
el punto de vista de locales y recursos humanos, creo que se podría mejorar la eficiencia en la utilización de los recursos del 
Estado si asignamos alguno de los locales que están en desuso y si aprovechamos los recursos humanos que no están teniendo 
oportunidad, de manera de elevar la productividad media general de unos y otros. 


SEÑORA PERCOVICH.- El señor Ministro hacía mención en una parte de la respuesta al señor Senador Abreu a los principales 
objetivos y las características de los intereses a que alude la Constitución en la creación de este Consejo. En la Carta Magna se 
habla, especificamente, de los intereses económicos y profesionales. Por alguna duda o inquietud que ha surgido dentro de las 
numerosas organizaciones sociales y no gubernamentales que realizan convenios con el Estado -que, por lo tanto, forman parte de 
la ejecución, aunque sea en forma indirecta, de las políticas públicas- quisiera saber, cuando se dice que el Consejo procurará 
representar la opinión de los representantes de los intereses económicos profesionales del país, si cabría o no, dentro de la 
interpretación del Ministerio, la representación de los intereses sociales y culturales. ¿O solamente son económicos? Digo esto por 
la relatividad de la interpretación de profesionales. Porque de ahí, quizás, también se derivaría alguna otra forma de integración del 
Consejo, por ejemplo, con alguna representación de esas organizaciones no gubernamentales que hacen convenios con el Estado 
que también representan intereses profesionales y económicos pero, fundamentalmente, los sociales y culturales. Esta era mi duda 
con relación a la integración del Consejo. 


SEÑOR MINISTRO.- Deseo señalar que nuestra actitud al tiempo de ser de apoyo al proyecto, también es de apertura para 
considerar posibles modificaciones como la que propone la señora Senadora Percovich. No tenemos una postura rígida en cuanto 
a la composición del Consejo ni mucho menos; al contrario, estamos dispuestos a oír argumentos. Aquí hay una propuesta 
concreta y puede haber otras; digo que puede haber otras en el sentido manifestado en la pregunta. 


Es muyy difícil establecer límites entre la economía propiamente dicha y otras actividades sociales. Se supone que en el origen de 
esta disposición constitucional -obviamente aquí hay compatriotas que saben mucho más que yo de esto- hay una referencia 
específica a la discusión económica pero muchas veces ésta es inseparable de otros intereses sociales como los señalados 
recientemente que pueden ser sociales propiamente dichos o culturales. Sí en la representación profesional -tal como está aludida 
en los artículos que crean el Consejo y le dan funciones en la Constitución de la República- se entiende que debería haber una 
representación más cercana a las condiciones sociales propiamente dichas. 


Reitero que nosotros no tenemos ningún inconveniente; al contrario, creo que podría enriquecer los puntos de vista a defender o 
postular por el propio Consejo en sus dictámenes. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Nosotros queremos plantear un par de interrogantes con el objetivo de aportar la mayor claridad posible a 
esta iniciativa. 


En primer lugar, pregunto al señor Ministro -a quien, por supuesto, agradezco su presencia en la Comisión- cuál ha sido el criterio 
del Poder Ejecutivo con respecto a la integración del Consejo de Economía Nacional, integración prevista en el artículo 2% en 
función de los distintos órdenes. Además, cómo se entiende -en función del criterio del Poder Ejecutivo- que los determinados 
sectores que van a estar representados en este Consejo de Economía Nacional puedan estar sobrerepresentados o 
subrepresentados en función de los criterios elegidos para esta iniciativa legal. 


La segunda pregunta refiere a los artículos 2” y 3” que hablan de organizaciones más reconocidas. Quiero saber si no se podrá 
valorar la perspectiva de utilizar el término "representativas", porque tiene otras aplicaciones concretas en lo que refiere también a 
este tipo de representaciones a los efectos de la propia integración del Consejo de Economía Nacional. 


Por ahora estas son las interrogantes que quería formular al señor Ministro que, como dije, son en concepto de aporte. 
Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- En materia de composición, obviamente, como integrantes del Poder Ejecutivo damos nuestro respaldo a la 
propuesta del artículo 2%, pero me remito a mi respuesta precedente: no hay aquí una actitud rígida, inflexible, ni mucho menos. Si 
hay propuestas alternativas a la que contiene el artículo 2%, estamos absolutamente dispuestos a considerarlas. 


En el artículo 2% hay una propuesta que asigna una importancia relativamente mayor a trabajadores y empresarios, porque se parte 
de la base de que en la actividad económica son actores especialmente importantes. 


En fin, vuelvo a lo del principio, en el sentido de que estamos abiertos a considerar alternativas y para contestar afirmativamente a 
la segunda pregunta, que refiere a la calificación de las organizaciones. De modo que no tenemos ningún inconveniente, si esta 
Comisión lo entiende del caso, en sustituir un concepto por otro, si se piensa que así se mejora la definición de las organizaciones 
a considerar. 


SEÑOR ABREU.- Simplemente, quiero agregar una reflexión sobre el artículo 4%, porque puede hacerse una interpretación 
semántica que dé lugar a interpretaciones un tanto contradictorias. 


En el inciso segundo, se dice: "En ocasión de los pronunciamientos más trascendentes". El concepto de "trascendencia" es, de por 
sí, de una excesiva subjetividad, sobre todo teniendo en cuenta que es en el momento en que se va a exigir que la representación 
pública esté investida por las máximas jerarquías. Como señalaba anteriormente, se dice: "En ocasión de los pronunciamientos 
más trascendentes el Consejo Nacional de Economía, los Ministerios, la oficina, se harán representar por sus máximas jerarquías". 
Obviamente debe ser materia de reglamentación, pero tendríamos que ver qué quiere decir "pronunciamientos más trascendentes". 
En realidad, es un criterio de una gran amplitud que, además, está ligado a la participación del sector público. En muchos países 
son Consejos de Economía y Social, como ocurre en particular en el Brasil -que tiene un especial funcionamiento- pero también en 
Francia, Portugal, Grecia, Eslovenia. La pregunta de la señora Senadora Percovich incluye, precisamente, el tema social. En el 
caso del Brasil lo preside directamente el Presidente de la República y la presencia del sector público es en calidad de miembro, 
pero en este caso dicho sector solamente participaría con voz y sin voto. Además, podría hacerlo exclusivamente con sus máximas 
jerarquías o debería participar cuando exista una definición de trascendencia, concepto que no sabemos qué alcance puede tener. 
Digo esto, porque en circunstancias políticas donde la representación no esté bien establecida y la trascendencia queda por definir 
por el Consejo, al no estar integrado por el sector público, éste finalmente no participa con sus máximas jerarquías. Incluso, esto 
puede significar una especie de anomia institucional, donde una política o posición determinada vaya en forma paralela o distinta 
de la voluntad del poder político, y ahí sí, cualquiera sea el Gobierno, constituir un instrumento de confrontación o de contradicción 
en la orientación del manejo de la cosa pública. 


SEÑOR MINISTRO.- No tengo nada para agregar. En todo caso, daría mi opinión personal sobre este punto diciendo que sería 
muy bueno que a un organismo de este tipo se le asignara jerarquía por la vía de la presencia permanente de las más altas 
autoridades de los ámbitos que van a participar. Este no es un organismo para que se reúna frecuentemente, sino que, por el 
contrario, creo que debe espaciar sus reuniones, sus análisis y sus dictámenes. Por lo tanto, para otorgarle jerarquía y autoridad, 
me parece que sería bueno que todos los actores contribuyéramos a darle esa autoridad por la vía de las jerarquías más altas; en 
este caso me refiero al Poder Ejecutivo y, naturalmente, a las Cámaras del Poder Legislativo. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero plantear al señor Ministro una inquietud relativa al artículo 6% del proyecto de ley, en el que se 
establece que se deberá realizar una consulta, con carácter preceptivo, al Consejo de Economía Nacional, en ocasión de la 
elaboración de los Presupuestos y las Rendiciones de Cuentas. Cabe señalar que ello no surge del texto de la Constitución de la 
República. Sin duda, este artículo tiene una dimensión muy importante porque obliga al Poder Ejecutivo -y, eventualmente, al Poder 
Legislativo, aunque ello habría que aclararlo en el texto del proyecto de ley, si es ese el propósito- a solicitar la opinión del Consejo 
de Economía Nacional cada vez que se envíe un proyecto de ley de Presupuesto o de Rendición de Cuentas. Si esa es la 
intención, me gustaría saber a qué motivos obedece. 


SEÑOR MINISTRO.- Comparto uno de los detalles de la reflexión que realizó el señor Senador Gallinal, en el sentido de que esta 
disposición no refiere exclusivamente al Poder Ejecutivo, sino que también puede referir al otro gran participante de la elaboración 
presupuestal, que es el Poder Legislativo. 


Por otra parte, quiero señalar que las instancias de elaboración presupuestal en términos generales -incluidas las Rendiciones de 
Cuentas- son instancias fundamentales de la realidad económica de un país y, en particular, del nuestro. En consecuencia, no me 
resulta chocante que en el proyecto de ley se refiera específicamente a esa materia. Aclaro que no estoy emitiendo opinión desde 
el punto de vista jurídico, pues, a mi juicio, ese puede ser un punto a debatir. Ahora bien; desde la óptica del debate económico, 
sinceramente, no sólo no me parece mal, sino que considero que sería bueno escuchar las opiniones de los sectores que van a 
estar representados, pero sin descuidar el carácter consultivo que tiene el Consejo de Economía Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia, en este ámbito, del señor Ministro de 
Economía y Finanzas y del señor Subsecretario de esta Cartera. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y el señor Subsecretario de la Cartera) 


La Presidencia quiere informar que los señores miembros del Partido Nacional han pedido que se consulte a los catedráticos 
acerca de un proyecto de ley sobre responsabilidad de los Ministros. Asimismo, creo que se habían comprometido a acercar los 
nombres de los catedráticos que piensan proponer. 


Deseo expresar que por mi parte ya he hecho las consultas a los profesores Grado 5 de la Universidad de la República, entre los 
cuales me encuentro, por lo que voy a dar mi opinión en un capítulo del curso -que lo voy a repartir- pero me faltan otros tres 
nombres. 


Entonces, si tienen los nombres pediría que nos los trasmitieran. 
SEÑOR GALLINAL.- Nosotros proponemos al doctor Gonzalo Aguirre y al doctor Martín Risso. 
SEÑOR SANGUINETT!.- Proponemos a los doctores Semino y Correa Freitas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El doctor Semino abandonó la carrera hace muchos años, pero eso no importa. Fue profesor y, además, 
su opinión es muy bienvenida. Voy a hacer llegar a todos el texto de la nota, antes de enviarla. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que sería un crimen que este proyecto de ley no fuera aprobado antes de ingresar en las instancias 
presupuestales correspondientes. Por lo tanto, pediría que se coloque como primer punto del orden del día de la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay ambiente, podríamos seguir considerándolo en el día de hoy. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Pediría que no continuáramos hoy, señor Presidente, porque tengo otras responsabilidades políticas que 
cumplir. 


SEÑORA PERCOVICH.- Nosotros también estamos interesados en que este proyecto de ley sea aprobado. Entonces, me parece 
acertada la propuesta de que sea el primer punto del orden del día de la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, la Secretaría incluirá este proyecto de ley como primer punto 
del orden del día de la sesión del próximo martes. 


No habiendo otros asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 21 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


